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TRIBI'NAL CONSTITUCIONAL

SAIA PRI}ÍERA

Sección frimera

Excmos.  Sres. :

D. Francisco Tomás y

Valiente

D. Fernando García-Mon

GonzáLez-Regueral

D. Jesús Leguina Villa

En e1 asunto de referencia,

el siguiente

0 027 8042

min. de Registro: 2L3O/89

ASIIIIIO: Recurso de amparo pro-

movido por don José Fuentes

Santamaría.

SoBRE: Auto de1 Tribunal Terri-

torial Militar Segundo con sede

en Sevilla por eI que se denie-

ga Ia concesión del beneficio

de remisión condicional de la

pena.

Presunta vulneración del

L4 de 1a Constitución.

Ia Sección ha acordado ictar

AUTO

I. AT{TECEDENTES

octubre de L989, don José Granados lfeil, Procurador de los

Tribunales y de don José Fuentes Santamaría, interpone recur-

so de amparo contra el Auto del Tribunal Territorial Militar

Segrundo con sede en Sevilla, de fecha 24 de abril de L989,
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por el que se deniega 1a concesión de1 beneficio de remisión

condicional de la pena.

2. EI recurso trae origen en los siguientes hechos expues-

tos de modo sucinto:

n
LJ

2 .

a) El Tribunal Militar Territorial Segundo con sede en

villa dictó Sentencia condenatoria de1 recurrente, con f

3 de marzo de L988r por un delito de deserción en tieur
p,az (art. L2o de1 código Pena1 Militar) y Ie impuso una

de tres meses y un día de prisión. EI Tribunal estimaba

bado que el condenado, que había sido dado de baja e1

servicio, abandonó la plaza nilitar en que estaba des

para trasladarse a su donici l io famil iar fuera de el la,

vez que ya 1e había sido denegada la autorización para

plazarse por la autoridad rnilitar competente.

b) Preparado recurso de casación contra 1a resoluci an-

t,imóterior, Ia Sala de 1o Militar del Tribunal Supremo

eI recurso, en Auto de 1-9 de enero de l-989, por aplicac

1o dispuesto en el art. 876 de Ia LECrim. La SaIa

manifiesto que ambos Letrados designados de oficio

ron su opinión contraria a Ia interposición del recurso

de igrual parecer resultó ser el Ministerio Fiscal; do

traslado aI recurrente para que desigmara Letrado a su t€r,

Se-

de

de

esta-

y que

itado

de

transcurrió e1 plazo concedido sin que se hubiera ej

esa opción.

c) E1 recurrente solicitó Ia concesión del beneficio de

remisión condicional de Ia pena. Por Auto de 24 de abril de

L989, el indicado Tribunal Mil i tar Terri torial denegó la so-

licitud dado rrel earácter militar del encartadotr y de acuerdo

con 1o dispuesto en el art. 44 del Código Penal Mil i tar.

d) Fornulado recurso de súplica contra la precitada reso-

lución, fue desestj-mado por Auto de 1-L de julio de L989, y aD
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virtud de un idéntico fundamento al de Ia resolución reeurri-

da, destaeando eI carácter postconstitucional de 1a regula-

ción prevista en Ia Ley orgánica L3/L985r"de 9 de diciembre,

de Código Pena1 Militar.

3. EI recurrente estina que ha resultado transgredido

derecho a Ia igualdad ante 1a Ley (art. L4 de Ia Consti

ción) en virtud de distintas razones:

a) El art. 44 de1 código Penal Mil i tar, al excluir a

que ttpertenezcan a los Ejércitosrr deI beneficio de Ia

sión condicional de la pena, regulado en los arts. 92 a

de1 Código Penal, conculca el derecho a

0

debiendo

1a igualdad (art.

considerarse

su

97

L4

SUde la  Const i tuc ión) ,

inconstituc ional idad .

b) En segrundo 1ugar, aún estimándose ajustado a Ia

tución dicho precepto 1ega1r Do puede estimarse aplicab

1a Guardia Civil por su peculiar naturaleza. Del mismo

que no pueden aplicarse a los miembros de este Cuerpo aI

delitos típicamente rnilitares.

En apoyo de esta doble tesis, formula el

doble argiuuentación, extensa y detallada, ![üe
se resume.

recurre

a eontin

La condición nilitar no puede ser un factor d.e discrimina-

ción segrún Io dispuesto en eI art. L4 de Ia Constitución,

precepto que no excluye a1 militar del beneficio ahora con-

trovertido, como hace eI art. 44 del Código Penal Militar.

Así cuando la Constitución restringe derechos de los nilita-

res 1o hace expresamente (v. gr. en eI art. 29 relativo aI

derecho de petición) y, si esta restricción no se produce en

Ia misma Constitución, Do puede hacerlo eI legislador ordina-

rio. Las razones que se ofrecen en eI preámbulo de la Ley Or-

gánica L3/L985 del eódigo Penal Militar para justif icar tal

3 .
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regrulación no pueden ser compartidas, Pues Ia rrejemplaridadrt

y Ia ttdisciplinart no están en consonancia con el derecho que

se excluye o linita. La propia doctrina eS unánime en la crí-

tica a este art. 44. Por 1o demás, de un minucioso estudio

del debate constituyente, s€ desprende una clara conclusión:
rrsi el constituyente hubiera querido que Ia Guardia civil se

integrara en las Fuerzas Armadas tuvo ocasiones sobradas

decidirlo. Si no 1o hizo fue porque así expresauente quisoftf.

Es, por tanto, la legislación de desarrol lo constitucional

que interpreta los arts. l-04 y 8 de la Constitución de fo

injustificadamente restrictiva para los miembros de Ia

dia Civi l .  Y la remisión a Ia ley que los arts. 28.L y 2

de Ia Constitución efectúan ha de entenderse referida a

regulación de las especificidades de este Cuerpo en e1 ej

cicio de los derechos de huelga y petición, pero no para

damentar el sometiniento de la Guardia Civil a disciptina/mi-

Iitar. En resumen, resulta iuposible atribuir eompetenci

Ia jurisdicción nilitar para juzgar a los miembros de

Cuerpo cuya naturaleza no es nilitar; y en e1 presente

eI recurrente estaba de baja en el servicio por 1o que

día desenpeñar funciones militares, desde esta pers

es difíciI la comisión de un delito de deserción.

4. Por providencia de l-8 de diciembre de 1989, Ia

Primera (Sala Primera) del Tribunal Constitucional

a) conceder aI recurrente un plazo de diez días, a tenor de

1o dispuesto en eI art. 50.5 de Ia LoTc, para que dentro de

dicho término acredite Ia fecha de notificación del Auto de

l-l- de julio de 1989, a efectos de1 cómputo del plazo de ejer-

cicio de la acción de amparo establecido en el art. 44.2 de

Ia LOTC; b) conceder igualmente un plazo común de diez días

al Ministerio Fiscal y al recurrente, conforme a 1o dispuesto

en eI art. 50.3 de la LOTC, para que formulen 1as alegaciones

que estimen convenientes en relación con la posible falta de

contenido constitucional de la demanda (art. 50.1.c) de Ia

LOTC) .

a

un
sor

po-

V d r

r-on

rda:
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5. El Ministerio Fiscal, €D escrito de alegaciones presen-

tado el 9 de enero de 1990, solicita de este Tribunal que

inadmita a trámite eI presente recurso dé amparo por concu-

rrir eI motj-vo insubsanable de inadmisión puesto de manifies-

to en Ia providencia precitada.

Tras reseñar 1os antecedentes de hecho, destaca el Minis-

terio Público qlue en eI propio preámbulo de1 Código Penal

Iitar se sostiene Ia no aplicación a los militares

de los beneficios de 1a suspensión condicional de 1a
ttpor razones de ejemplaridad directamente vinculada a la

ciplinatr. Pero este distinto tratamiento normativo, entre

ciudadanos que ostentan Ia condición de nilitar y 1os civ

no transgrede el art. L4 de Ia Const,itución, puesto

funda en una justificación objetiva, constituída precis

por las exigencias de Ia disciplina militar a las que

eI meneionado preámbulo, y viene plasmada en 1as disti

oÉ¡

es

se

te

técnicas jurídicas que conforman el orden nilitar y e1

como, reiteradamenüe, her reconocido el Tribunal Consti

na l  (SSTC 97 /85 ,  Lgv /gs r  AATC L2L /84 ,403 /84) .

vil

io-

como

Tampoco puede entenderse vulnerado el art. L4 de Ia

titución, a causa de ser el recurrente Guardia Civil y

se pretende en la demanda, aduciendo las peculiari de

este Cuerpo. Pues Ia reciente sTc de L6 de noviembre

se pronr¡ncia sobre la naturaleza nilitar de la misma.

1989

6. Por su parte, €I recurrente, en escrito de alegaciones

presentado eI 3 de enero de 1990, acredita que Ia fecha de

notificación requerida es eI 4 de octubre de 1989, 10 que

hace eI recurso de amparo interpuesto dentro de plazo, e in-

teresa de este Tribunal gue admita a tránite 1a presente de-

manda, reafirmándose en lo allí expuesto sobre eI fondo del

asunto. Por otrosí se solicita la suspensión de 1a ejecución

de las resoluci-ones recurridas.
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II. FI'NDAUENTO JI'RTDICO

IINICO.- E1 solicitante de amparo denuncia una pretendida

desigrualdad de trato normativo constitutiva de una discrimi-

nación, vedada por el art. l-4 de 1a Constitución, como conse-

cuencia de que se excluye a los miembros de Ia Guardia ciyil

del beneficio de 1a remisión condicional de Ia pena /aI
resultarles de aplicación según el Tribunal Militar Terri

rial Segundo, 1o previsto en e1 art. 44 del Código Penal

Iitar, Ley orgánica L3/L985, de 9 de diciembre; en dicho

cepto se establece la facultad de los Tribunales Mili

otorgar motivadamente ese beneficio rra los reos que no

nezcan a 1os Ejércitostt.  Para el recurrente, esta regul Lon

06 .

conculca e1 derecho a la igualdad de los ciudadanos an

I€y, puesto que Ia condición personal de militar no

configurar un factor de discriminación según 1o dispue por

eI art. L4 de Ia Constitución. Por otra parte y como

tación subsidiaria, aunque se admita Ia regrularidad itu-
cional de esa diferencia de trato normativo entre nilit

civiles, é1 precepto controvertido no puede ser de apli

a los mienbros de la Guardia Civil toda vez que dicho

no puede quedar sonetido a la disciplina nilitar

fortiori, si se trata de miembros que no cunplen f

militares, como en este caso ocurre por estar eI recu

declarado de baja. l

Así centrada la cuestión que en la demanda se plantea no

se advierte lesión constitucional alguna que se derive de la

doble línea de argrumentación expuesta, y €D virtud de las si-

gruientes razones.

En primer lugar, éI presente recurso de amparo fue inter-

puesto el pasado 27 de octubre de L989, con posterioridad

1a

v
J-On

Y t  a

iones
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sobrevino Ia STC 194/L989rde L6 de noviembre, güé da una res-

puesta desestimatoria a 1as argiumentaciones de fondo que en

la presente demanda se formulan. La doctrina jurisprudencial

que en dicha Sentencia se expuso afecta directamente al obje-

to de Ia presente litis y a las pretensiones que se deducen.

Este Tribunal sostuvo entonces que Ia configuración de Ia

Guardia Civil como un Cuerpo sometido a Ia disciplina y

risdicción militares es una de entre las varias regulac

constitucionalmente posibles en el ánbito de discrecionali

o de libertad de configuración normativa que posee el 1

lador; y de forma complementaria, sé dijo que no podía

avalada o impuesta al legislador por la Constitución la

terpretación, ![üé el recurrente defiende, según la cual

aplicabilidad del régimen militar a los miembros de la

dia Civil dependa de1 ejercicio o no de funciones nilita

Partiendo de este razonamiento previo, debe ponerse de

nifiesto que el objeto det presente recurso de amparo

7 . 0

r

a

circunscribirse a enjuiciar si lo dispuesto en eI art. 4

Código Penal Militar puede aplicarse a los miembros

Guardia Civil y si dicha regulación lesiona el art. L4

Constitución. Pues bien, eI sometimiento de Ia Guardia fivil
a un réginen de disciplina nilitar por el legislador j rr l--

ca gue el Tribunal Territorial Militar Segrundo estimafa de

aplicación a1 caso 1o dispuesto en aquel precepto .  Y ,

por otra parte, tal regulación o diferencia de trato normati-

vo entre ciudadanos civiles y sometidos a disciplina militar,

establecida en un precepto de rango legal, Do está exenta de

una justificación objetiva güe, por ello, Do transgrede eI

art. L4 de la Constitución. De este modo, y como pone de ma-

nifiesto el Ministerio Fiscal, €s evidente que las exigencias

e imperativos que se desprenden para quienes voluntariamente

asumen 1a disciplina militar urediante eI ingreso en un Cuer-
po, son bien distintas de 1as que atañen a los ciudadanos ci-

viles no sometidos a disciplina alguna ni a un régimen de su-
jeción especial. Se trata de situaciones de hecho diversas

de

deI

1a

1a
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gü€, precisamente por eso, pueden no recibir un idéntico tra-

to normativo.

En definitiva con cuanto antecede no se trace sino resaltar

1as diferencias sustantivas y procesales existentes entre el

orden militar y e1 civil, como eJ- Tribunal Constitucional ha

reconocido en varias ocasiones: SSTC 9/L985t 97/L985 y

L8O/L985, etc; y especialmente en esta ú1tina donde ya se

sostuvo que las peculiaridades del Derecho penal y procesal

nilitar resultan grenéricamente de la organización profunda-

mente jerárquica del Ejército, €D e1 que la unidad y disci-

plina desempeñan un papel crucial para alcanzar los fines

constitucionalmente previstos; y, en concreto, gü€ Ia

inaplicación de1 beneficio de suspensión de condena a los mi-

Iitares y a los agregados a los Ejércitos se orienta a pre-

servar y reforzar, mediante r¡na mayor severidad para con e1

condenado, aquellas exigencias de unidad y disciplina; en

suma, este trato de disfavor -se decía allí mismo- responde a

Ia diferente incidencia y daño que la comisión de un ilicito

habrá de causar a la institución según que quien Io haya per-

petrado esté o no en ella integrado.

08 .

En virtud de Io expuesto,

de1 recurso interpuesto por,

presentado por el Procurador

chivo de las actuaciones.

Ia Sección acuerda Ia inadmisión

don José Fuentes Santamaría, re-

don José Granados t{eil-, y el ar-

Mad.rid veintiseis de febrero de mil noveeientos noventa.

L.¿ tt 
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